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Resol. Serie “C” N° 17
Expte. N° 18.983 – Año 2018 – Autos: “Carrizo María Mercedes c/ Municipalidad de la Ciudad de Santiago del Estero s/ Recurso Contencioso Administrativo de Plena Jurisdicción – Recurso Cont. Administrativo”.

Santiago del Estero, treinta de mayo de dos mil diecinueve.


Y Vistos: 



Para resolver la competencia de éste Tribunal y la admisibilidad de la acción contencioso administrativa de plena jurisdicción deducida por la actora a fs. 30/32.-



Y Considerando: 



I) Que, se ha dado cumplimiento a lo dispuesto por la primera parte del artículo 20 de la Ley Nº 2.297, en cuanto ordena en forma previa, se corra vista al Sr. Fiscal, el que se ha expedido a fs. 36/37 de autos, estimando que el Tribunal es competente para entender en la cuestión, pero que debe rechazarse la acción por no haberse agotado la vía administrativa de reclamo.---------

II) Que el accionante pretende que se declare la nulidad del acto administrativo atacado, la Resolución Nº 8º de fecha 09/02/2018 emitida por el Subsecretario de  Educación de la Municipalidad de Santiago del Estero, por violación expresa  del artículo Nº 40º Punto a) de la Ordenanza Nº 547/75 y 1.649/88 del Estatuto del Docente Municipal y que se ordene que se constituya la Junta de Clasificación y Calificación  como órgano competente para resolver el recurso de apelación interpuesto en sede administrativa.-------------------------------------------

Manifiesta que cumple servicio en el cargo de Directora del Jardín de Infantes Municipal Nº 19 “Nuestra Señora del Valle de San Nicolás” desde abril del 2017. Que se llevó a cabo por parte de la Supervisora Profesora Stabio y Graciela Carabajal, una evaluación de su desempeño profesional hasta diciembre del mismo año, tiempo en que se le entregó la foja de concepto con calificación de 7,29 (siete con veintinueve centésimas), calificación que le impide en el lapso de cinco años conseguir afianzar su carrera docente (fs. 10).-----------

Tras ello, planteó un recurso de reconsideración (fs. 02/06) para que se revisara la calificación que le fuera dada, por estar disconforme con la misma, siendo resuelto el planteo por la Dirección General de Educación, mediante Resolución Nº 1º de fecha 22/01/2018 (fs. 11/12), la cual rechazó el recuso de reconsideración y ratificó la calificación de la Sra. Supervisora y la Sra. Supervisora General. Al llevar implícito tal recurso, el recurso de apelación (fs. 08/09), como lo establece el artículo Nº 40 Punto a) y ante el rechazo del mismo, se elevó dicha apelación a la Subsecretaría de Educación de la Municipalidad para ser resuelta, por lo que, mediante Resolución Nº 8 de fecha 09/02/2018 de fs. 13, rechazó el recurso y ratificó la resolución de la Dirección General de Educación.---------------------------------------------

Frente a tal decisión, el accionante planteó en fecha 22/03/18 la acción contencioso-administrativa en sede judicial, solicitando se declare la nulidad del acto emitido por la Subsecretaría de Educación de la Municipalidad de Santiago del Estero por entender que se trata de un órgano incompetente para decidir y que se ha violentado lo dispuesto por el artículo 40º punto a) que fija tal potestad en la Junta de Clasificación y Calificación, por lo que solicita también que  se ordene la integración de la misma para que resuelva el recurso de apelación incoado.----------------------------------------

III) Conforme a la reseña efectuada, corresponde hacer el análisis sobre si se dan los presupuestos de admisibilidad previstos por la ley 2.297 para la habilitación de la instancia judicial. Como ya se dijera el actor en su demanda plantea una acción contencioso administrativa de plena jurisdicción para dar cauce a su pretensión de anular el acto administrativo que considera lesivo.---------------------------------------------------



Ahora bien, respecto a este punto y luego del análisis de autos, corresponde hacer una consideración especial en cuanto a la vía elegida para dar curso a la pretensión de anulación del acto administrativo, puesto que justamente la pretensión procesal es el objeto mismo del proceso y el cauce que determina el ejercicio de la función jurisdiccional, toda vez que la sentencia habrá de ceñirse a las cuestiones propuestas por las partes en la demanda y contestación.-----------------------------------



En mérito a lo expuesto, hemos de distinguir a la pretensión procesal administrativa regulada en nuestra Ley Nº 2297, que responde a la categoría general de pretensiones de conocimiento, en dos variantes: la de plena jurisdicción (art. 11) y la de anulación (art. 13 y 14). Por la primera de ellas no sólo se solicita al órgano jurisdiccional la anulación del acto administrativo por ilegitimidad, sino el reconocimiento de una situación jurídica individualizada, restaurando las cosas a su primitivo estado o bien en su caso, atendiendo a una demanda de indemnización de daños. (Novillo, Rodolfo; “El sistema iusadministrativo de resolución judicial de controversias” en Derecho Procesal administrativo, pág. 51; Abad Hernando, Jesús; “Acción contencioso administrativa de plena jurisdicción” JA 1973-72). El alcance de la sentencia, determinado por los arts. 66/7 la califican como de “plena jurisdicción”, en tanto la jurisdicción no se agota con la mera declaración acerca de la validez o invalidez de un acto, sino que además comprende las medidas necesarias para el restablecimiento del estado jurídico anterior.-----------------------------

En el caso de la pretensión de anulación, se solicita ante el órgano jurisdiccional, nada más que la invalidación del acto o reglamento que se impugna. No persigue la restauración de un derecho subjetivo, ni provoca indemnización, sino es un proceso objetivo de defensa de la legalidad administrativa que requiere del actor la titularidad de un interés personal y directo (art. 13 LPA). El Tribunal debe resolver únicamente si el acto es o no contrario al derecho objetivo, en base a una confrontación con las causales tipificadas de nulidad (incompetencia, vicio de forma, desviación de poder y violación a la ley art. 14 LPA). En este caso, el alcance de la sentencia queda determinado por los arts. 68/9 LPA, la que anula el acto, pero no lo sustituye ni reforma, porque entiende que la declaración de certeza agota el cometido jurisdiccional.----------------------------------

En autos, la pretensión planteada, corresponde claramente a una acción de anulación, toda vez que el objeto expuesto en la demanda, es la anulación de la  resolucion Nº 8 emitida por el Subsecretario de Educación del municipio, que dispusiera confirmar la resolucion Nº 1 de la Direccion General de Educación que no hacía lugar a la impugnación de la calificación realizada por las supervisoras de la accionante. Ello surge de la interpretación de los hechos y del petitum, más allá de las alegaciones respecto del derecho invocado por la parte (Expte. Nº 13049- Año 1996- Autos “Torrez, Daniel Osvaldo c. Dcto. Serie A Nº 417 del 29/03/96 emanado del Gobierno de la Provincia s. Recurso contencioso administrativo de plena jurisdicción”). Es deber del Tribunal interpretar el correcto alcance de las proposiciones de las partes involucradas en el juicio y en ese afán, entender que la misma es el fundamento y sustento de la pretensión aquí introducida.----------------------------------------------

Es decir, el accionante equivocó la acción elegida para plantear su pretensión, aun así tal circunstancia no es óbice para rechazarla puesto que rigen en este proceso principios como el indubio pro actione y  la tutela judicial efectiva, que obligan a este Alto Cuerpo a darle tratamiento si es que se encuentran cumplidos el resto de los recaudos legales exigidos para la admisibilidad de la accion correspondiente, siendo ésta la accion de anulacion. Es que ambos principios extrechamente vinculados, “...exigen que las normas procesales se interpreten en la forma más favorable al curso de la acción, evitándose caer en un excesivo ritualismo formal  que restrinja aquel derecho. Asimismo, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos tiene dicho: “ las garantías a la tutela judicial efectiva al debido proceso imponen una interpretación más justa y beneficiosa en el análisis de los requisitos de admisión a la justicia, al punto que por el principio pro actione, hay que extremar las posibilidades de interpretación en el sentido más favorable al acceso a la jurisdicción” (Balbin, Carlos F. Curso de derecho administrativo, t. II, La Ley, Buenos Aires, 2008, p. 734.).---------------------

IV) Habiéndose aclarado lo referido a la clase de acción y a la naturaleza de la pretensión de la accionante, debe determinarse si se han cumplido los recaudos para la admisibilidad de la acción de anulación. En este sentido, establece el artículo 13 de la LPA, que procede el recurso de anulación contra aquellas resoluciones ejecutorias que, aunque de carácter general, adolezcan del vicio de ilegalidad siempre que el recurrente acredite un interés legítimo, directo y actual. El artículo 14 enumera los supuestos en que procede y en el inciso a) se refiere a los casos de incompetencia de la autoridad proveyente, siendo ésta la hipótesis expuesta por el accionante. A más de ello, la resolución  Nº 8 de la Subsecretaría de Educación de la Municipalidad de la ciudad Capital, es de aquellos actos administrativos que  habilitan la instancia, pues resuelve la cuestión planteada, lesionando los derechos del actor, al confirmar la resolucion Nº 1 de la Dirección General de Educación que avala el puntaje dado en las calificaciones realizadas por las supervisoras.-------------------------------------

V) Asimismo el art. 1° de la Ley N° 2.297, requiere además agotar la vía administrativa, mediante la utilización de todos los recursos administrativos obligatorios para impugnar un acto dictado por un funcionario de jerarquía inferior, a fin de que puedan ser resueltos -en principio- por la autoridad máxima de la organización jerárquica e impedir con ello que el acto quede consentido y firme en la instancia administrativa. Se agota la vía administrativa por los recursos administrativos,  previstos por las leyes a fin de que la autoridad competente, para resolver con carácter final, tenga la oportunidad de decidir en nombre del ente, y expresar su voluntad definitiva respecto del planteo formulado por el recurrente (Luqui, Roberto Enrique; “La revisión judicial de la actividad administrativa”, T.I; pág. 92). ------------------------------------------------

Para determinar si se observó este presupuesto, es necesario previamente, considerar la particular modalidad del agotamiento de la vía administrativa previsto por las Ordenanzas que componen el Estatuto del Docente Municipal. El artículo 40º establece que los actos administrativos dictados por aplicación del Estatuto, podrán recurrirse, en primer lugar mediante el recurso de reconsideracion ante la autoridad que dictó el acto, el cual lleva implícito el recurso de apelación en subsidio, por lo que rechazada expresa o tácitamente la reconsideración, las actuaciones deben elevarse automáticamente. A su vez, el recurso de apelación lleva implícito el recurso jerárquico en subsidio, debiéndose elevar inmediatamente las actuaciones a las autoridades correspondientes. El último recurso previsto para agotar la instancia administrativa, es el recurso jerárquico, el que se tramita ante la autoridad máxima, agotados los recursos previos, no es indispensable fundar nuevamente, pero puede ampliarse fundamentos. La autoridad administrativa deberá elevar inmediatamente de oficio al Departamento Ejecutivo de la Municipalidad.---------------

De la letra de la normativa, surge que existe un particular sistema de impugnación de los actos administrativos en el ámbito de la educación a nivel municipal. El Estatuto prevé una tramitación automática de los recursos, lo que hace que el organismo administrativo tenga la carga de impulsar de oficio, el movimiento de las actuaciones, realizando la elevación inmediata de lo que se resuelve y el recurso que atacó lo decidido. Es decir, al administrado le basta con incoar el recurso de reconsideración para activar el sistema de impugnación en contra de la decisión de la Administración, la que debe impulsar la tramitación hasta agotar la vía del reclamo administrativo. Este rol activo por parte del organismo administrativo surge de la propia letra del artículo 40º del Estatuto del Docente Municipal y su reglamentación, la que al referirse a cada recurso en particular, no solo fija el carácter subsidiario de la actuación de los recursos de apelación y jerárquico ante el rechazo tácito o expreso de lo planteado, sino que se refiere también a la elevación automática en tales casos.-------------------



Ahora bien, en autos y de las constancias acompañadas por el actor, surge que planteó en sede administrativa el recurso de reconsideración y que la Dirección General de Educación  lo resolvió. Que luego de ello y tal como lo establece la norma aplicable, elevó el recurso de apelación, el que fue resuelto por la Subsecretaría de Educación, y es contra este último acto de la Administración que llega a sede judicial el accionante, aduciendo que no es la autoridad competente que debiera resolver el planteo, solicitando se anule la decisión y se reencause el agotamiento de la vía. --------

En virtud de la particularidad con que se encausan los recursos en el área de la educación a nivel municipal, puede decirse que, al no impulsar la Subsecretaría la tramitación del recurso jerárquico que correspondía, el que ante la decisión emitida por la misma, debía elevarse automáticamente al Ejecutivo Municipal, el accionante quedó en condiciones de recurrir directamente ante la sede judicial. Y es que no puede exigírsele su actividad para el agotamiento de la vía administrativa, cuando la ley aplicable fija tal carga en cabeza de la Administración, por lo que debe considerarse, que el accionante agotó la actividad en sede administrativa, lo que la habilitó a recurrir legítimamente a la sede judicial mediante la acción ahora en análisis.----------------------------------------------



Nótese que, dadas las circunstancias, el imperio del principio de instrucción que debe orientar el proceder de la Administración, toma otro matíz frente a la normativa específica que rige la materia educativa en el ámbito municipal, pues confrontado a la particular modalidad de la sustanciación de los medios de impugnación previstos por el Estatuto del Docente Municipal, la inactividad del órgano administrativo, expresada en la falta de elevación del recurso, se tradujo en un incumplimiento de las normas de procedimiento y por ende, en una directa afectación del principio de Legalidad que rige en el procedimiento administrativo, como garante de la correcta actuación de la Administracion Pública frente a los administrados.--------------------------------------

El Estado por medio del procedimiento que debe impulsar, debe perseguir el objetivo de descrubrir la verdad objetiva y concluir el trámite, a través de la ordenación  y ejecución de las  medidas que considere pertinentes y en el caso particular, las medidas que estaba obligado a tomar por imperio de la ley, para resolver el conflicto en su esfera de actuación.----------

IV) Por último, resta por analizar si el accionante cumplió con los plazos procesales establecidos por los artículos 4º a 7º de la ley 2.297. De autos surge que la resolución N 8º emitida por la Subsecretaría de Educación, última actuación administrativa es de fecha 09/02/2018 y que la interposición de la acción contencioso administrativa es de fecha 22/03/2018, por lo que el accionante observó el plazo del artículo 6º de 30 días para accionar ante sede judicial.-------------------------

Por consiguiente y habiéndose cumplido con los recaudos legales para la admisión de la acción interpuesta, Se Resuelve: I) Declarar la competencia del Excmo. Superior Tribunal de Justicia. II) Declarar admisible la acción de anulacion incoada en contra de la Municipalidad de la ciudad Capital de Santiago del Estero en cuanto por derecho pudiere corresponder. Cítese y emplácese a la demanda, para que en el término de veinte días, comparezca a estar a derecho y conteste la demanda, bajo apercibimiento de dársele por decaído el derecho que ha dejado de usar y en su caso, declararse su rebeldía. Protocolícese, expídase copia para agregar a autos, hágase saber y oportunamente archívese. Fdo: Gustavo Adolfo Herrera – Eduardo Federico López Alzogaray – Eduardo José Ramón Llugdar – Carlos P.M.A. Lugones Aignasse – Sebastián Diego Argibay – Ante mí: Dr. Mario José Medina – Secretario Judicial Autorizante – Es copia fiel del original, doy fe. 
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